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REPUBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL   

DE EJECUCION DE SENTENCIAS  

SENTENCIA No. 279 
Cali, veinte (20) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

 
 

I.- ASUNTO 

 
Se profiere sentencia en la acción de tutela incoada por HELLEN 

BRIGITTE PEREA TRUJILLO en contra del BANCO DE BOGOTA S.A., 

con el fin de que se le proteja su derecho fundamental de petición, 
educación y mínimo vital. 

 

II.- ANTECEDENTES 

 A.- HECHOS 

1.- Manifiesta la accionante que, recibe mesada pensional de la 

Policía Nacional como beneficiaria de su padre JOSE WILFRIDO 

PEREA ROJAS (QEPD), de la cual se le descontó por parte del Banco 
de Bogotá, unas sumas de dinero que según información de esa 

entidad bancaria correspondía a un crédito de libranza adquirido por 

su papá. 
 

2.- Que en respuesta a un derecho de petición el Banco de Bogotá 

le informó que esa obligación ya estaba cancelada, pese a lo cual se 
le realizaron 10 descuentos de más por un monto total de 

$2.177.580 los cuales le dijeron, podría reclamar en cualquier 

oficina de la entidad. 
 

3.- Afirma que acudió a las oficinas del Banco de Bogotá – Centro- 

de Cali en donde se le informó que solo había el valor de $653.274 
y no se lo entregaron por no ser el valor total. 

 

4.- Por todo lo anterior, el 13 de septiembre de 2023 elevó un 
“documento de inconformidad al derecho de petición”, al BANCO DE 

BOGOTA, del cual no ha obtenido respuesta. 

 
B.- PRETENSION DE LA ACCIONANTE. 

 

Solicita la accionante que se tutele el derecho fundamental invocado 
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y en consecuencia, se ordene al BANCO DE BOGOTA que dé 

respuesta a su petición de 13 de septiembre de 2023, que realice el 

pago de los dineros adeudados junto con los intereses de mora, se 
le expida el PAZ Y SALVO   correspondiente, se le expida un 

documento en donde se le discrimine cada descuento y el valor del 

mismo. 
 

C.- ACTUACIÓN PROCESAL. 

 
Mediante auto de fecha 3 de noviembre de 2023, este Despacho 

admitió la tutela ordenando oficiar a la entidad accionada, con el fin 

de que en el término de dos (02) días se pronunciara sobre los 

hechos y pretensiones de la tutela y se dispuso la vinculación de la 

CAJA GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL – CAGEN, 

 
D.- RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 

 

EL BANCO DE BOGOTA no contestó la tutela. 
 

EL MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL-TALENTO 

HUMANO responde que “Al respecto me permito informar que 
verificado el Gestor de Comunicados Policiales (GEPOL) sistema 

utilizado por la Policía Nacional para radicar la documentación 

llegada y salida, NO SE OBSERVA NINGÚN TIPO DE PETICIÓN ANTE 
LA POLICÍA NACIONAL, sin embargo, en aras de contribuir a la 

respuesta de las anteriores pretensiones de forma clara, congruente 

y de fondo en aplicación a las directrices legales, jurisprudenciales 
y Constitucionales en concordancia con lo allí solicitado por la parte 

recurrente en su escrito de petición, me permito indicar: Ahora bien, 

la jefe del Grupo de Pensiones del Área de Prestaciones Sociales de 
la Policía Nacional, manifestó que actualmente la señora HELLEN 

BRIGITTE PEREA TRUJILLO, NO SE ENCUENTRA NOMINADA EN LA 

POLICÍA NACIONAL EL BANCO DE BOGOTA no contestó la tutela.” 
 

III. PROBLEMA JURIDICO 

 
Corresponde al Despacho determinar si se encuentran cumplidos los 

requisitos de procedibilidad de la acción de tutela y, si el Banco de 

Bogotá ha vulnerado el derecho de petición de la accionante, por no 
dar respuesta a su petición de 13 de septiembre de 2023. 

 

IV.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO  

A.- COMPETENCIA 

De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 
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2.591 de 1.991 y artículo 1 del Decreto 1382 de 2000, este Despacho 
es competente conocer la tutela de la referencia. 

 

B.- MARCO NORMATIVO Y JURIPRUDENCIAL 

“…Causales de procedibilidad de la acción de tutela. Principio de 
subsidiariedad. Reiteración de jurisprudencia. 

4. El artículo 86 de la Constitución de 1991 establece que la acción de tutela 
procederá siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable”. En concordancia, el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 
establece las causales de improcedencia de la acción de tutela y, 

específicamente, en su numeral primero indica que la tutela no procederá 
“Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla 

se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, 
atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. (Subrayado 

fuera de texto) 

5. De lo anterior se colige que la acción de tutela no tiene como propósito servir 
de mecanismo alterno o de reemplazar a los medios judiciales ordinarios con los 

que cuenta todo ciudadano para la protección de sus derechos y la solución de 
controversias. En este sentido, esta Corporación ha dejado claro que “(…) de 
perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en 

este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos 
fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos 

legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de 
tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se 
deslegitimaría la función del juez de amparo”1. 

6. Así las cosas, la Corte Constitucional ha dado alcance a los preceptos 
normativos citados, fijando el carácter residual y subsidiario de la acción de 

tutela frente a los mecanismos judiciales ordinarios, de forma que esta acción 
constitucional sólo procederá i) cuando el afectado no disponga de otro medio 

de defensa judicial, ii) cuando existiendo un medio de defensa judicial ordinario 
este resulta no ser idóneo para la protección de los derechos fundamentales del 

accionante o iii) cuando, a pesar de que existe otro mecanismo judicial de 
defensa, la acción de tutela se interpone como mecanismo transitorio para evitar 
la consumación de un perjuicio irremediable2. Bajo los dos primeros supuestos, 

se ha entendido que la acción de tutela funge como mecanismo principal y, en 
el segundo, desplaza al mecanismo judicial ordinario, mientras que en el tercer 

caso la tutela es un mecanismo transitorio que no impide el ejercicio de acciones 
ordinarias. (Subrayado fuera de texto) 

7. En el caso en el cual existe un medio ordinario de defensa que se pretende 

desplazar para dar paso a la acción de tutela como mecanismo principal, es 
necesario establecer que el mecanismo ordinario no es idóneo para la protección 
de los derechos de los accionantes y, por tanto, se requiere de una evaluación 

en concreto, es decir, teniendo en cuenta las circunstancias propias de cada caso 
para así determinar la eficacia que tendría el mecanismo ordinario para defender 

los derechos fundamentales que se alegan vulnerados. Además, debe evaluarse 
el objeto perseguido por el mecanismo judicial que se pretende desplazar con la 
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acción de tutela y el resultado previsible que éste puede proporcionar en lo que 
respecta a la protección eficaz y oportuna de los derechos de los accionantes3, 

de acuerdo con las circunstancias concretas a las que se ha hecho referencia. 

8. En cuanto a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, esta Corte ha sostenido en reiteradas ocasiones que dicho perjuicio 
debe ser: i) inminente (esto es, que amenaza o está por suceder pronto y tiene 

una alta probabilidad de ocurrir); ii) grave; iii) que las medidas que se requieren 
para conjurar el perjuicio sean urgentes; y que iv) la acción de tutela sea 

impostergable para garantizar adecuadamente los derechos vulnerados4. El 
cumplimiento de estos requisitos también deberá verificarse a la luz de las 
circunstancias propias de cada caso, lo cual significa que el examen deberá ser 

menos rígido si se encuentran involucrados derechos fundamentales de sujetos 
de especial protección, por ejemplo. 

9. Cualquiera sea la situación, se hace énfasis en que la decisión sobre la 

procedencia o no de la acción de tutela como mecanismo principal o transitorio 
de protección aun existiendo otro mecanismo judicial ordinario, requiere de un 

estudio por parte del juez de tutela sobre las circunstancias específicas de cada 
caso concreto, las condiciones del accionante y el contexto en el cual se alega la 
vulneración de los derechos fundamentales. En otras palabras, la procedibilidad 

de la acción de tutela cuando existen otras acciones jurídicas ordinarias no puede 
determinarse en abstracto, sino que requiere una valoración por parte del juez 

acerca de la idoneidad y eficacia que puede tener la vía ordinaria en relación con 
las circunstancias específicas del accionante, así como la posibilidad de que se 
configure un perjuicio irremediable, siempre de acuerdo con los criterios que ha 

establecido esta Corporación y a los que ya se ha hecho referencia…” . 

4. Contenido y alcance del derecho de petición. Reiteración de jurisprudencia. 
 

La Constitución Política en su artículo 23, consagra el derecho fundamental de 
toda persona a presentar peticiones respetuosas en interés general o particular 

ante las autoridades y a obtener de ellas pronta resolución de fondo. 
 
La Corte Constitucional se ha referido en distintas oportunidades a la importancia 

de esta garantía fundamental, cuya efectividad, según se ha reconocido, “resulta 
indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, particularmente el 

servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la 
participación de todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar 

que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas 
(artículo 2o. Constitución Política)”. 

A partir de esta garantía la jurisprudencia ha fijado una serie de reglas y de 
parámetros relacionados con el alcance, núcleo esencial y contenido de este 
derecho. Al respecto ha precisado lo siguiente: 

 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
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c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 

 
3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 
requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental 

de petición. 
 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 

privadas cuando la ley así lo determine. 
 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta 
un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de 

petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el 
derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 

la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 
g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 
tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, 

se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 

dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual 

se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del 
término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de 
dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional 

ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 
dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada 

por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 
 
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la 

obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El 
silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el 

derecho de petición. 
 
i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta 

una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. 
Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.” 

 
Posteriormente, esta Corporación añadió dos reglas adicionales: (i) que la falta 
de competencia de la entidad ante quien se plantea no exonera a la entidad del 

deber de responder; y (ii) que la respuesta que se profiera debe ser notificada 
al interesado. 

 
Por lo anterior, la efectividad del derecho fundamental de petición se deriva de 
una respuesta pronta, clara y completa por parte de la entidad a la que va 

dirigida. La falta de alguna de estas características se materializa en la 

vulneración de esta garantía constitucional.” 1 
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C.- CASO CONCRETO 

 

En primer lugar y antes de adentrarnos en el análisis del caso que 
ahora ocupa la atención del Despacho, es preciso determinar si se 

encuentran cumplidos los presupuestos de procedibilidad de la 

acción de tutela. 
 

En efecto: i) se trata de un asunto de relevancia constitucional; ii) 

están identificados los hechos y iii) se cumple con el requisito de 
inmediatez, amén de que existe legitimación en la causa en las 

partes comparecientes. 

 

Sin embargo, es claro que no se cumple con el requisito de 

subsidiariedad que gobierna esta acción Constitucional y que debe 

cumplirse como requisito de procedibilidad para la prosperidad de la 
misma. 

En efecto, descendiendo al caso objeto de estudio, se tiene que la 

señora por HELLEN BRIGITTE PEREA TRUJILLO, solicita que se 

ordene al BANCO DE BOGOTA que realice el reintegro de unos 

dineros que le fueron descontados de su mesada pensional por 
concepto de una libranza adquirida por su difunto padre, además 

del pago de los intereses moratorios y la expedición del paz y salvo 

de esa obligación; empero, la acción de tutela no es el mecanismo 
para obtener la devolución de los dineros reclamados, toda vez que 

para esto existe el procedimiento judicial propio que se debe agotar 

ante la jurisdicción ordinaria, siendo a ésta última a la que le 
correspondería definir si hay lugar al reembolso de dineros que 

reclama la accionante y a la liquidación de intereses de mora. 

Y es que como lo tiene por sentado la Corte Constitucional, esta 

acción constitucional es de carácter subsidiario y en modo alguno 

puede utilizarse para reemplazar los mecanismos creados 
expresamente por el legislador para dirimir este tipo de situaciones 

de carácter netamente contractual. 

Es claro entonces, que la presente acción de tutela no cumple con 

el requisito de subsidiariedad que gobierna la acción constitucional 

y por lo tanto la protección tutelar reclamada, no está llamada a 

prosperar. 

A lo anterior se suma el hecho de que jurisprudencialmente se ha 
establecido, que cuando se presentan controversias donde están en 

juego derechos de carácter económico, no es posible acceder a estas 

pretensiones por vía de la acción de tutela. 

No obstante, se tutelará el derecho de petición invocado como 
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quiera que el BANCO DE BOGOTA pese a haber sido notificado 

oportunamente de esta acción constitucional, no contestó la tutela 

y guardó silencio durante todo el trámite constitucional, situación 
por la cual se dará aplicación a la presunción de veracidad, 

instrumento estatuido en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, 

por lo que los hechos expuestos en el escrito tutelar serán tenidos 
como ciertos, como sanción al desinterés o negligencia de la citada 

institución. 

 
Siendo así las cosas, como quiera que EL BANCO DE BOGOTA, no 

ha dado respuesta a la petición elevada por la señora HELLEN 

BRIGITTE PEREA TRUJILLO y ha vencido el término con que contaba 

para ello, la protección constitucional se torna procedente. 

 

En consecuencia, se ordenará al BANCO DE BOGOTA, que en el 
término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la 

notificación del presente fallo, de respuesta a la petición elevada por 

la señora por HELLEN BRIGITTE PEREA TRUJILLO el 13 de 
septiembre de 2023. 

 

V. DECISION 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 

DE EJECUCION DE SENTENCIAS, administrando justicia en nombre 
de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición de la señora HELLEN 

BRIGITTE PEREA TRUJILLO MURILLO por lo expuesto en la parte 
motiva  de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al BANCO DE BOGOTA, que en el término 
de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación 

del presente fallo, de respuesta a la petición elevada por la señora 

por HELLEN BRIGITTE PEREA TRUJILLO el 13 de septiembre de 
2023. 

 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes, a más tardar al día siguiente, 
por el medio más expedito el presente fallo (art. 30 Decreto 

2.591/91). 

 
CUARTO: Si no fuere impugnada la decisión dentro del término de 

los tres (3) días siguientes a su notificación, ENVIAR a la Honorable 
Corte Constitucional para su eventual revisión (Arts. 31 y 32 ibídem). 
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QUINTO: ARCHIVESE el expediente en su oportunidad. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

 

LA JUEZ, 

 
CECILIA EUGENIA BOLAÑOS ORDOÑEZ  

Rad 2023-281-00 
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